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1.- VISTOS 

Ha llegado el expediente de tutela que en primera instancia culminó con sentencia favorable al accionante GUSTAVO ORREGO GIRALDO, proveído emitido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el pasado veintidós (22) de diciembre de 2004 y que fue impugnado por la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP). 

2.- SOLICITUD  

En términos generales se dice en el libelo inicial: 

1. La Escuela Superior de Administración Pública fue la entidad que la Empresa Social del Estado “Salud Pereira”, a través de su junta directiva, eligió para que llevara a cabo el proceso de preselección de los candidatos que deberían integrar la terna para la designación del Gerente de la entidad.  

2. Una vez firmado el contrato interadministrativo del caso, la ESAP hizo la convocatoria respectiva y estableció el programa por desarrollar. 

3. El accionante se presentó como candidato y, a su juicio, su desempeño fue favorable. 

4. No obstante, en el trámite del concurso se presentaron varias anomalías, tales como: permitir que se ampliara el término de cada examen más allá de lo indicado, permitir que en una hoja de respuestas se hicieran enmendaduras y permitir que se modificaran unilateralmente las fechas de las etapas concursales.

5. El día diecinueve (19) de octubre de 2004 se publicó la lista de la cual se extraería la terna respectiva. El accionante fue excluido sin motivación alguna. 

6. En ningún momento se permitió la revisión de los resultados ni la impugnación de los mismos, lo que constituye una afrenta al debido proceso. 

En atención a lo anterior, el accionante solicitó la invalidación de todo lo actuado dentro del trámite de preselección, en aras de garantizar un nuevo proceso en el que exista moralidad, transparencia, publicidad, objetividad e igualdad. 

3.- FALLO

El funcionario judicial de instancia, luego de analizar detenidamente los argumentos del actor y los de la accionada, consideró pertinente el amparo; básicamente por lo siguiente:

a. Pese a que el decreto 3344 de 2003 y la resolución 793 de 2003 (normas que enmarcan el trámite objetado) no estableció condiciones para contradecir los resultados, era de la esencia del proceso dicha garantía constitucional.

b. El cambio unilateral de fechas por parte de la ESAP contraviene la confianza legítima de los administrados en la seriedad de los mecanismos de selección. 

c. Las reglas previstas para la calificación de los aspirantes son bastante amplias y etéreas. Inexistieron criterios ciertos para especificar la forma de evaluación de cada etapa. 

d. Según la jurisprudencia constitucional, la subjetividad debe tener un peso ínfimo al momento de la escogencia de personas para determinados cargos, sin embargo este principio aquí no se aplicó.   

Bajo esas premisas, anuló la actuación adelantada y ordenó el replanteamiento de todo el trámite bajo el apego estricto a las normas constitucionales. 

4.- IMPUGNACIÓN

En busca de la revocación del proveído, la Jefe de la Oficina Jurídica de la ESAP, acude a esta instancia para manifestar su inconformidad con los siguientes alegatos: 

- El proceso público para la conformación de las ternas destinadas a la elección del Gerente de la ESE Salud Pereira respetó íntegramente el contenido del decreto 3344 de 2003 y el de la resolución 793 de 2003. La lista de los admitidos se elabora en orden alfabético (no en orden de puntajes) sólo con aquellos que obtuvieron más de setenta (70) puntos.

- En ningún momento la ESAP propendió por la designación de una persona en particular; aquí no se trató de ningún concurso en el que se emite una lista de elegibles y debe seleccionarse al primero, por eso la tesis que defendió el a quo  es equivocada.  

- Como las normas jurídicas no establecieron un trámite cierto de contradicción, la ESAP en acatamiento a ellas no patrocinó ninguna vulneración al debido proceso. 

- La acción de tutela en este caso es improcedente porque no sobreviene un perjuicio irremediable. 

- Con el fallo surge el siguiente interrogante: ¿qué pasará con los derechos de los personajes que superaron la prueba?

- Por petición del mismo accionante GUSTAVO ORREGO GIRALDO, se revisó nuevamente todo el proceso administrativo adelantado y ninguna irregularidad se avizoró. 

- En el caso concreto la valoración de las pruebas se hizo atendiendo lo dispuesto en la resolución 793 de 2003. Además las cuestiones psicométricas y netamente técnicas no tienen por qué ser incluidas en la invitación pública, pues difícilmente serían entendidas por personas que no tienen experiencia en procesos de selección. Por esta razón la institución escogida debía mostrar experiencia en procesos de selección de personal. 

- Debe tenerse en cuenta lo resuelto por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, despacho que en otro proceso de amparo dedujo la inexistencia de alguna vulneración a algún derecho fundamental.  

- La Procuraduría vigiló estrictamente el desarrollo de la gestión de la ESAP y ninguna irregularidad detectó. 

5.- SE CONSIDERA
Esta colegiatura sería competente para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, si no fuera porque se evidencia una irregularidad imposible de subsanar en ésta instancia.   

Estudiando con detenimiento el expediente, encuentra la Sala que en ningún momento fueron llamados los ciudadanos que superaron el proceso de preselección convocado por la ESAP para conformar la terna de elegibles con relación al cargo de Gerente de la ESE “Salud Pereira”. 

Era obligación desde el auto admisorio de la demanda vincularlos para garantizarles su derecho de contradicción, habida cuenta que un fallo favorable al accionante, como en efecto ocurrió, los perjudica ostensiblemente. 

Ha dicho la Corte Constitucional:  

Habrá casos en que el pronunciamiento judicial al cual tiende el ejercicio de la correspondiente pretensión procesal, por su naturaleza o por disposición legal, no puede adoptarse sin que concurran al proceso todas las personas que son titulares de las relaciones jurídicas o han intervenido en los actos sobre los cuales versa la controversia. La necesidad de un pronunciamiento uniforme y con efectos concretos sobre la totalidad de dichos sujetos impone su concurrencia al respectivo proceso. En estos eventos el juez no puede proveer sobre la demanda y decidir sobre la pretensión sin que todos los sujetos activos y pasivos de la relación procesal hayan sido citados e intervengan en el proceso. La necesidad de la participación de dichos sujetos se torna en algo que es consustancial con el principio de la integración del contradictorio…(Cfr. Corte Constitucional. Sala Segunda de revisión. Sentencia T-056 del 6 de febrero de 1997. M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonell).

Es evidente entonces que no se integró el contradictorio por parte del señor Juez de primera instancia (de la manera oficiosa en que le correspondía), situación que confluye de forma evidente en una causal expresa de nulidad en las voces del artículo 140.9 del Código de Procedimiento Civil (normatividad aplicable a los trámites de tutela según lo permite el artículo 4 del decreto reglamentario 306 de 1992); por eso tendrá que retrotraerse la actuación para que se subsane la falencia. 

De todas maneras, la Sala ordenará, como medida provisional (artículo 7 decreto 2591 de 1991), la suspensión del proceso de selección de candidatos que viene adelantando la Escuela Superior de Administración Pública, hasta tanto se asuma la decisión de amparo definitiva. 

6. DETERMINACIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: SE DECRETA LA NULIDAD de la sentencia proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, objeto de impugnación. 

SEGUNDO: SE DECRETA como medida provisional la suspensión del proceso de selección de candidatos que viene adelantando la Escuela Superior de Administración Pública, hasta tanto se asuma la decisión de amparo definitiva.

TERCERO: Por el medio más expedito, COMUNÍQUESE esta decisión a los interesados y remítase inmediatamente el expediente al juzgado de origen. 

CÚMPLASE, 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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